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ACTIVIDAD MINERA DE GRAN PORTE 


Regulación 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 22 de agosto de 2013 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Julio Battistoni. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, Oscar Groba, Yerú Pardiñas, Iván Posada, Jorge 
Pozzi y Juan C. Souza. 


SEÑOR PRESIDENTE (Battistoni).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Tenemos planteado para la sesión de hoy analizar las modificaciones que realizó el Senado al proyecto de ley 
de "Actividad Minera de Gran Porte". 


Antes que nada, comunico que hay otras dos solicitudes de audiencia, una del señor Martín Echevarría, de la 
Asociación de Superficiarios y Productores Afectados por Aratirí, Mesa Representativa de la Ruta N* 7, y 
otra del señor Víctor Bacchetta, del Movimiento por un Uruguay Sustentable. Creo que correspondería actuar 
como lo hicimos ayer frente a otras dos solicitudes. Si bien sería importante recibirlos, hoy necesitamos 
decidir sobre el proyecto y no hay opiniones que puedan modificar nuestra decisión. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Por un lado, corresponde ratificar, mediante votación, el mismo procedimiento 
que se planteó ayer frente a otras dos solicitudes. 


Por otro, proponemos que se dé respuesta a quienes enviaron estas solicitudes, fundamentando que no los 
vamos a poder recibir porque, aunque quizás puedan agregar nuevos elementos a lo que han expuesto en 
otras oportunidades, en la etapa en la cual estamos, no estamos en condiciones de incorporar modificaciones 
al texto del proyecto de ley ya que, por razones políticas, debemos definir si aceptamos, o no, las 
modificaciones del Senado. Digo esto para que no quede simplemente como una denegatoria sin respuesta de 
parte de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me informan de Secretaría que las dos solicitudes de ayer se contestaron en 
el tenor que menciona el señor Diputado; lo mismo se hará con las dos que recibimos en el día de hoy. 


Se va a votar el procedimiento de contestar con una denegación las solicitudes que recibimos en el día de 
hoy, fundamentando en el sentido que planteó el señor Diputado Pardiñas. 


(Se vota) 


Seis en siete: AFIRMATIVA. 
SEÑOR ASTI.- Hemos estado analizando las modificaciones introducidas por el Senado. 


Hay algunas que creo son importantes -obviamente, ninguna de ellas cambia el sentido del proyecto que 
envió el Poder Ejecutivo y que votamos en esta Cámara-, en las que se nota que se ha trabajado, y otras en las 
que creemos que, precisamente, lo que faltó fue trabajo para definir alguna solución. Creo que entre las que 
inclusive fueron motivo de discusión, en esta Comisión primero y en el plenario después, podemos 
mencionar la del artículo 9” que refiere a la titularidad, un tema propuesto por el señor Diputado Posada, del 
Partido Independiente. Aquí hay una modificación que es más abarcativa de lo que planteamos nosotros, 
aunque en definitiva se trata de un tema de difícil resolución. Todos sabemos que este tipo de inversiones 
pueden ser realizadas por empresas del exterior que pueden estar cotizando en Bolsa, y esto podría llevar a la 
aplicación del mismo sistema que nos habíamos planteado, es decir, que en esos casos es muy difícil 
determinar, en última instancia, quién es el beneficiario ya que las acciones pueden cambiar varias veces de 
propiedad en el mismo día. Aquí se plantea una mejora en la redacción, aunque el problema no es la 
redacción del artículo sino la forma en que se maneja este tipo de empresas en el contexto internacional. Por 
lo tanto, la solución a la que se quiere arribar mejora el artículo pero sigue manteniendo el problema original 
que es la forma en que estas empresas se manejan a nivel del capitalismo internacional, en el sentido de que 
hay múltiple división de la propiedad, y no es el capitalismo típico, donde existe un capitalista. 


Por otra parte, el artículo 18, que corresponde a "Constitución de garantía de cumplimiento", en mi opinión, 
presenta algunas dudas. En realidad, tratamos de consultar la versión taquigráfica de la sesión que se llevó a 
cabo en el Senado a los efectos de aclarar las dudas que se nos presentaron con respecto a un agregado sobre 
la constitución de garantías, el cual hace referencia a "la salvedad establecida en el artículo 20 de la presente 
ley", pero no pudimos hacerlo. Como dije, tenemos dudas acerca de si realmente se está refiriendo a dicho 
artículo, ya que a mi entender pudo haber un problema de concordancia debido a la renumeración de los 
artículos. 


En realidad, en el artículo 20 no hay salvedades; lo único que se dice es que el "monto de la garantía será 
revisado y actualizado". Si esa es la salvedad, está bien, pero creo que no es así, teniendo en cuenta lo que 
dispone el artículo 18. Sin embargo, creo que hay alguna salvedad en el artículo 22 y, de pronto, debería 
hacerse referencia a dicho artículo. Quiero aclarar que la Secretaría consiguió la versión taquigráfica sobre la 
discusión del artículo 18, y en ella no se hace referencia a este tema. 


Por otra parte, en el Capítulo relativo a los contratos se realizaron varias modificaciones. Una de ellas refiere 
a los plazos establecidos en caso de no otorgarse la concesión para explotar; en realidad, se realizó una 
desarrollo bastante más amplio que el que se llevó a cabo en Cámara. Sin duda, consideramos que la 
modificación realizada por el Senado es muy buena. 


También se realizaron otras modificaciones, pero no voy a hacer referencia a ellas porque no son 
significativas. 


El artículo 30, "Otros contenidos", que también refiere a los contratos, mantiene casi todas las mismas 

> > 
previsiones que estableció la Cámara de Diputados, pero se le agrega que se trata solo de esas modificaciones 
y que no podrá haber otras. 


En particular, se cambia el literal F) -que fue uno de los aditivos que nosotros planteamos- el cual estaba 
referido a la "Cláusula de compromiso arbitral internacional". Ahora queda abierto a "Mecanismos de 
solución de controversias" y, seguramente, lo que se negociará será el convenio internacional; esto tiene que 
ver con el canon adicional que se plantea más adelante. Seguramente, no habrá mayores conflictos con 
respecto a este tema. 


En el artículo 32 se eliminan varias de las posibilidades de extinción del contrato; asimismo, en el artículo 33 
se elimina la posibilidad de llevar a acabo modificaciones unilaterales, que fue uno de los aspectos planteado 
por algunos de los catedráticos -en particular, por el doctor Cajarville, con respecto a lo que tenía que ver con 
contratos en la Administración. 


(Interrupción del señor Representante Posada) 


Comparto el comentario realizado por el señor Diputado Posada, ya que la posibilidad de llevar a cabo una 
modificación unilateral era exclusivamente a favor del Estado. En realidad, la modificación está bien hecha, 
ya que esa posibilidad, en definitiva, podía provocar alguna reticencia de los inversores. 


Por otro parte, en el artículo 42, que hace referencia al adicional del IRAE, de alguna manera, se reitera lo 
establecido en los primeros artículos en cuanto a la definición de las actividades mineras y conexas. En 
realidad, creo que está bien, ya que lo que abunda no daña. 


En el artículo 43 se realizó una modificación sobre el adicional al canon de producción. En este artículo se 
establece que habrá un canon de producción adicional cuando el contrato contenga una cláusula de 
estabilidad tributaria. Nosotros, en aquel momento, hicimos referencia a una cláusula de arbitraje 
internacional, pero en el Senado se sustituyó por el mecanismo de solución de controversias. En realidad, 
parece difícil que pueda haber otro mecanismo de solución de controversias que cueste un canon adicional 
que no sea un arbitraje internacional. 


Respecto al destino de los ingresos de los fondos obtenidos por el Estado por la megaminería, dentro del 30% 
con destino presupuestal en el período de ejecución del contrato, se agregan proyectos turísticos -ya 
habíamos conversado, pero no habíamos llegado a un acuerdo-, así como también proyectos productivos 
localizados en la zona de influencia de emprendimiento de minería de gran porte; para nosotros estaba 
incluido en el 30% del literal A). 


Pero además se incluye la posibilidad de financiar con el 60% de los fondos, auditorías ambientales en forma 
independiente de las explotaciones mineras. 


En el artículo 46, planteábamos las auditorías internacionales, pero fue eliminado. 


El artículo 51, "Restricciones de inversión", también fue discutido en la interna de la Comisión. Nosotros 
habíamos planteado un tope del 20% para la constitución de emisores en moneda nacional, por el tema de la 
enfermedad holandesa, pero se elevó al 50%. Sin embargo, se mantienen otras restricciones de emisores que 
seguramente van a funcionar por otro lado. 


Por el artículo 53, "Otras inversiones", solamente se va a poder utilizar en estos períodos de explotación sin 
ley que lo involucre, la rentabilidad real del Fondo para proyectos de incorporación de tecnología, de 
inversión en la educación pública, proyectos de adaptación y mitigación del impacto del cambio climático y 
proyectos de investigación y desarrollo. Lo establecíamos como una de las inversiones de este Fondo, pero 
más que de inversiones -hay que reconocer que estamos manejando una terminología confusa, porque 
hablamos de inversiones cuando el Fondo invierte y también cuando desinvierte y tiene destinos- debería 
hablarse de destinos. Pero tanto nosotros como el Senado no vio esa confusión de términos y estamos 
hablando de desinversiones del Fondo para invertir en otras cosas. 


(Diálogos) 


En el artículo 58 se incorpora -parecía lógico; había una cuestión de definición- que el Poder Ejecutivo, con 
los criterios establecidos en el Código de Minería, decidirá el área de concesión para explotar y que luego 
tendrá que ver con el tema del canon a los superficiarios. 


Como novedad importante, en particular, está el artículo 62, "Opción de distribución del canon". Al respecto, 
más allá de no opinar sobre la conveniencia o no de que exista esta opción, me preocupa la definición de 
cómo se haría esta opción y en particular, qué es el aporte establecido en este artículo. Creo que hay alguna 
indefinición del término "aporte", por lo que posteriormente será necesario establecer desde el punto de vista 
legislativo -hablo en nombre propio, no represento a la bancada, porque no hemos tenido la oportunidad de 
conversarlo, ni siquiera con el Poder Ejecutivo- si se trata o no de un tributo. Si fuera un tributo, definir si es 


deducible o no de otros tributos en la liquidación. Es decir, si fuera un tributo, definir de qué tipo es, por 
ejemplo, si grava una renta al capital, porque de acuerdo al tipo de persona jurídica o física, la definición 
puede tener distintos impactos. Entonces, en una instancia legal posterior, sería necesaria una aclaración, 
porque en mi opinión, definir qué tipo de aporte realizaría el superficiario no puede ser objeto de 
reglamentación. Se prevé que el superficiario directo cobre el canon previsto sin topes, pero que deba aportar 
entre un 10% y un 50% en forma gradual en los primeros cinco años y el superficiario indirecto, entre un 
30% y un 70%. Pero reitero que no está establecido qué tipo de figura es ese aporte al Fondo Soberano 
Intergeneracional de Inversión, es decir, si es tributario o no, y en caso de ser tributario, qué tipo es y qué 
efectos tendría sobre la deducibilidad de impuestos a la renta ya sea de empresas, de personas o de no 
residentes. 


Si bien no es una cuestión que incida en mi voto positivo, considero que deberá definirse posteriormente. 


Otra cuestión que importa -porque fue muy debatida- es la opción de venta, prevista en el artículo 65. 
Lamento que no esté presente el Partido Nacional, pero en particular el señor Diputado José Carlos Cardoso 
hablaba de la posibilidad de incluir la expropiación y en vez de esta se establece la opción de venta del predio 
con un valor adicional del 50% al promedio de las operaciones de compraventa del departamento. 


El artículo 66 agrega una prioridad de reubicación para los propietarios de predios menores de 100 hectáreas 
que tengan hasta un 50% de estas alcanzadas por la concesión de explotación de minería de gran porte. El 
Instituto Nacional de Colonización debería reubicarlos en predios en un radio de 100 kilómetros respecto del 
originario. 


Más allá de otras modificaciones, estas son las que impactan positivamente o no en el articulado que 
habíamos votado. Creo que se conserva el espíritu de lo que habíamos votado y por lo tanto no tenemos 
problema en acompañarlo. 


Como decía, necesitamos alguna precisión sobre algunos de los aspectos mencionados, pero dadas las 
instancias previstas en la Constitución, tendrá que ser con otras iniciativas legales, inclusive, con algunas que 
estén en curso para poder resolverlos. 


SEÑOR POSADA.- En estas modificaciones realizadas en el Senado hay luces y sombras. 
Notoriamente, hay artículos que han sido sensiblemente mejorados, tanto desde el punto de vista 
conceptual como de redacción. Un ejemplo es el artículo 9” que tiene una mejor redacción, porque la 
que habíamos propuesto recogía el antecedente legal existente. La redacción introducida en el Senado 
es más clara, más precisa. Indudablemente, el problema va a subsistir y se va a dar, pero en lo que 
refiere a la titularidad de la concesión de explotación, la redacción que da el Senado otorga mayor 
claridad. 


En el capítulo, "Plan de cierre de minas", el cambio más importante es la introducción de los planes de cierre 
parciales. También me parece que es una modificación positiva y ahí se podría optar por una valoración final 
o valoraciones parciales; quizás lo más adecuado sean las parciales. Esto también reduce, desde el punto de 
vista de la inversión de quién haga la explotación, los costos financieros de tener congelado esos montos 
destinados al "Plan de Cierre de Minas". 


Las modificaciones del artículo 18 también son mejoras. 


El último inciso del artículo 20 hace referencia a la revisión del monto de la garantía; yo creo que está bien 
referido el artículo 20 como parte final del artículo 18. 


Lo que se agregó en el artículo 22 en cuanto a la liberación de la garantía está en directa relación con los 
planes de cierres parciales de minas; o sea que desde ese punto de vista también hay mejora. 


Me parece un retroceso el cambio que se hace en el literal E) del artículo 25, porque la referencia que 
nosotros hacíamos tenía que ver con la información del proyecto minero a ser provista al Estado en un plazo 
previsto en el propio contrato. Hacía alguna referencia a "estudios, muestras, testigos, resultados de 
laboratorio y todo otro dato técnico que las autoridades competentes consideren necesario para justificar la 
racionalidad de la explotación del yacimiento". Creo que podría haber sido mejorada la redacción de la 


Cámara de Diputados, pero en la medida en que la expresión "toda información" es mucho más imprecisa, 
me parece que este texto no lo hace y deja un camino de indeterminación que no es conveniente. 


En cuanto a la referencia al literal F) del artículo 30, creo que no tiene mayor relevancia poner mecanismos 
de solución de controversias; en todo caso, habrá que definirlos posteriormente. 


Se elimina el último inciso del artículo 31. En el proyecto de la Cámara de Diputados se establecía una 
previsión mucho más adecuada; acá queda simplemente omitido este último inciso. La propuesta de la 
Cámara permitía tener una mayor previsión cuando se diera una situación de esa naturaleza. 


Hay una modificación importante con respecto a las causas de extinción del contrato. Las que nosotros 
habíamos planteado recogiendo la sugerencia del doctor Cajarville presentaban en forma taxativa las distintas 
causas e incorporaban cosas lógicas. La "resolución unilateral y anticipada del contrato por incumplimiento 
del contratista" es un dato que va a estar en la realidad: si hay incumplimiento, puede haber resolución 
unilateral. Otra de las causas que establecíamos era: "Imposibilidad de cumplimiento como consecuencia de 
medidas adoptadas por el Estado". Eran situaciones que obedecían a lo que sabemos que puede ocurrir, al 
igual que la "imposibilidad del cumplimiento del contrato como consecuencia de un proceso concursal 
respecto del contratista". Si el contratista entra en quiebra, ¿no hay una instancia de extinción del contrato? 


También establecíamos como causa el "acaecimiento de cualquier causal que inhabilite al contratista el 
efectivo cumplimiento de su prestación". 


La enumeración taxativa que se hacía en este artículo de algunas de las causas que pueden estar presentes 
como forma de extinción del contrato era más precisa. 


La modificación del artículo 33, eliminando los dos últimos incisos del proyecto de la Cámara de Diputados, 
es consecuente con el criterio que ha establecido en el Senado no solo en este caso sino también en el de los 
contratos de participación público privada. En ese caso, nosotros habíamos planteado este mismo criterio, 
que hace a aquello que se define como el poder del príncipe, es decir, el poder del Estado en cuanto a cambiar 
las situaciones. Esto tiene varios defensores en la doctrina, entre ellos, al doctor Cajarville. 


No hay modificaciones en el régimen tributario, más allá de algún ajuste de redacción. 


Creo que las modificaciones que se hicieron al artículo 45 son de recibo; establecen más claramente la 
posibilidad de que existan proyectos productivos localizados en las zonas de influencia e introduce las 
auditorías como un agregado al literal C). Nosotros lo habíamos puesto en el artículo 46; desde el punto de 
vista conceptual tampoco hay mayores dificultades. 


SEÑOR ASTI.- Los conceptos que se manejan en los artículos 45 y 46 son distintos. Este habla de 
auditoría ambiental mientras que nosotros plantebamos una auditoría con respecto a los informes de 
recaudación. 


SEÑOR POSADA.- Es distinto conceptualmente, pero el Parlamento va a tener posibilidades de 
plantear lo que estaba establecido en el artículo 46. 


En cuanto al artículo 51, el Senado agrava el problema que ya estaba planteado de la enfermedad holandesa. 
Se ve que allí hay algunos integrantes de la Cámara que no conocen esta realidad. Es un tema muy grave, que 
podría originar al país una pérdida de competitividad real notoriamente mayor que la que tenemos hoy; por 
tanto, es un tema que, sin duda, en el futuro tendremos que corregir. 


SEÑOR ASTI.- Creo que es conveniente reiterar lo que dije en mi exposición. Se mantienen las otras 
limitaciones que hacen que este tope del 50% sea muy difícil de alcanzar, dado que está el tope del 30% 
de instrumento de renta no variable y, fundamentalmente, el del 15% del emisor. Dudo que en el país 
haya muchos emisores que emitan en moneda nacional más allá del Estado. De cualquier manera, 
alguna limitación podemos cubrir, pero coincido con que es absolutamente innecesario ese aumento. 


SEÑOR POSADA.- La corrección del artículo 52 es inconveniente. Las calificaciones internacionales 
de riesgo son un dato de la realidad. Acá se habla de "valores financieros emitidos por instituciones de 


alta reputación a nivel internacional" pero, ¿quién define la reputación? ¿Quién va a valorar? En las 
inversiones de títulos internacionales no hay valores con y sin reputación. Hay valores categorizados 
por las calificadoras de riesgo. Es cierto que a veces son cuestionadas, pero eso es harina de otro costal. 
El dato relevante es que todas las emisiones de deuda soberana, de títulos o de acciones de empresas 
están categorizadas en función de lo que opinan las calificadoras internacionales. Por lo tanto, este 
cambio es absolutamente inconveniente. 


Valoramos especialmente el cambio realizado al artículo 53. Creo que es realmente importante porque 
preserva uno de los aspectos fundamentales del Fondo: que es intergeneracional. Con la redacción dada al 
artículo 53 el Fondo vuelve a ser intergeneracional. La solución que se había votado en la Cámara de 
Representantes ponía en dudas ese atributo. 


Por último, me voy a referir al Capítulo de superficiarios que, recordarán que yo no lo voté. Nuestra principal 
crítica está dirigida a la mayoría de los artículos de este Capítulo. Creo que la solución que agrega el Senado 
complejiza aún más la situación. Ya era mala la solución que planteó la Cámara de Representantes, pero es 
peor la propuesta por el Senado. Creo que esta parte del proyecto requerirá nueva legislación, y más 
temprano que tarde. Tal como se ha redactado, con cambios en áreas de intervención directa e indirecta, se 
van a generar notorios problemas en la práctica. Seguimos pensando que el mejor camino era el tributario. Es 
decir, dejar el canon tal como está en el Código de Minería y establecer un impuesto a la renta de capital 
generada, en este caso, a partir de la minería de gran porte. Sería un impuesto especial dentro del marco de 
los impuestos a las rentas de las personas físicas. Creo que sigue siendo el camino más sencillo y claro, 
donde el Estado puede lograr una contribución por parte de quienes son beneficiados por esa situación. 


Repito: creo que este tema va a volver al Parlamento. Por lo poco que conozco de casuística que se da en 
estos casos, entiendo que es enorme. Necesariamente tendrá que recorrerse el camino de la sencillez que, en 
definitiva, permite dar certeza a los distintos participantes que tienen derecho sobre estos predios que serán 
afectados por la explotación minera. 


Además, me genera muchas dudas el segundo inciso del artículo 62 que fija un criterio para los indirectos 
similar al de los que están en áreas de intervención directa. En el Código de Minería no se hace distinción 
entre áreas de intervención directa e indirecta. Me parece que agregar esta referencia ha sido un error del 
Senado. Va a ser necesario precisar algunos términos de este artículo y también algunas de las definiciones 
que contiene. Con esto ratifico la idea de que este Capítulo va a volver. 


Adelanto que el Partido Independiente, a través de quien habla, va a votar afirmativamente, con salvedades. 
Espero poder redactarlas y alcanzarlas a la Secretaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todos los señores Diputados que se han referido detenidamente a cada uno 
de los artículos, lo han hecho muy bien. 


En general, nosotros estamos satisfechos con el tono general del proyecto. De todos modos, en todas las 
leyes, y también en esta, es necesario llevarla a la realidad y no especular demasiado. Llega un momento en 
el que no se pueden hacer ni siquiera simulaciones en computadoras. 


Ya se había discutido la situación de los superficiarios -el Partido Independiente, a través del señor Diputado 
Posada- y el impuesto sobre el canon. La realidad dirá si funciona adecuadamente o no. En matemática 
siempre se dice que lo más sencillo es lo más elegante. Tal vez, el impuesto sobre el caso especial del canon 
de la minería de gran porte sea lo más sencillo, pero puede ser también lo más complejo. 


Luego, quisiera informar acerca de las solicitudes que me plantearon Representantes de la oposición que hoy 
no están presentes. 


SEÑOR ASTI.- Quisiera referirme al artículo 62. Reitero que es una posición personal. Entiendo que 
en este artículo referido a la opción de distribución del canon y el aporte previsto directamente al 
Fondo es necesario definir lo que se establece. Este ingreso que tendrían los superficiarios es un ingreso 
y, por lo tanto, gravado a los efectos impositivos. Pero, el aporte que realizan no tiene carácter 
tributario. Por lo tanto, en alguna instancia legislativa, deberíamos definir que no tiene carácter 
tributario y que no debe considerarse el ingreso por el neto. Lo que se debe gravar es lo que realmente 


recibe el beneficiario -ya sea directo o indirecto- y no el total del canon porque si no el aporte crearía 
disímiles situaciones de gravabilidad y la decisión perdería neutralidad. Entonces, habría que definir 
que ese aporte no tiene carácter tributario y que el ingreso que debe computarse es el neto, dado que 
en ningún momento el superficiario recibirá el monto total del canon, sino el monto total menos el 
aporte contractual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la reunión que tuvimos ayer el señor Diputado Perdomo propuso pasar el 
tratamiento del tema para el 4 de setiembre. La bancada del Frente Amplio entendió que había 
suficientes elementos para poder estudiar el tema. Se le ofreció realizar una reunión la próxima 
semana. Sin embargo, el señor Diputado Pardiñas, que es del interior del país, tenía problemas, y no 
fue posible llegar a una solución, por lo tanto, estaríamos tomando posición en el día de hoy. La 
bancada del Frente Amplio está en condiciones de votar afirmativamente las modificaciones del 
Senado. 


SEÑOR POSADA.- Omití hacer referencia a dos artículos. La solución que se plantea en el artículo 65 
es también una mala solución, que no tiene en cuenta la valorización de esos predios en función, 
precisamente, de la explotación minera. Si se va a establecer un valor, debe tener relación con el valor 
actual neto de las rentas que eventualmente genere ese predio. Acá no se optó por esa solución y, 
además, debía haberse planteado como una opción que contemplara estos aspectos que me parecen 
básicos. Sí me parece adecuada la introducción del artículo 66 que es una posibilidad para quienes de 
alguna manera tienen explotación agropecuaria en la zona de seguir en la misma con esta prioridad 
que se establece en el artículo 66. 


Había omitido señalar eso, y me parece importante señalarlo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, eso realmente es un problema. 


Se va a votar el proyecto de resolución. 


En discusión el artículo único, que firman la bancada del Frente Amplio y el señor Diputado Posada, con 
salvedades. 


(Se lee) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
(Diálogos) 


El miembro informante será el señor Diputado Asti. Y el señor Diputado Posada hará un informe con 
salvedades. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


